
COMUNICADO: Solidaridad con el Gobierno Progresista de Colombia y Denuncia de 
Desestabilización Institucional


País Vasco, 07 de febrero de 2024


Ante los últimos acontecimientos de desestabilización institucional por parte del Régimen Político 
contra el Gobierno Progresista de Gustavo Petro y Francia Márquez en Colombia, las 
organizaciones sociales, políticas, colombianos y colombianas residentes en el País Vasco nos 
solidarizamos con el Gobierno de cambio. Observamos con preocupación cómo el Régimen 
Político, a través de la Corte Suprema de Justicia, Fiscalía General de la Nación y Procuraduría 
General de la Nación, incita a configurar una ruptura institucional, violando el debido proceso, 
derechos fundamentales e incumpliendo la Constitución de 1991.


Desde la Televisión Pública Colombiana y la Revista Raya, periodistas y funcionarios respetados 
y honorables han denunciado con pruebas una red de corrupción administrada por altos cargos 
de la Fiscalía General de la Nación, incluyendo a Francisco Barbosa (Fiscal General), Martha 
Mancera (Vicefiscal) y Margarita Cabello (Procuradora General/Ministerio Público), quienes han 
omitido su deber de investigar, favoreciendo acciones de desestabilización.


Informes de organismos nacionales e internacionales evidencian un alarmante 94% de impunidad 
en Colombia, mientras que los órganos judiciales se han convertido en agentes de persecución 
política.


Por esto, solicitamos al Gobierno Vasco, Gobierno Español, Unión Europea, Parlamento Vasco, 
Parlamento Europeo y Español que:


• Soliciten a la Corte Suprema de Justicia que cumpla con el deber constitucional de elegir nueva 
Fiscal General de la Nación sin dilaciones y con transparencia fijando una próxima fecha para la 
elección del Fiscal General de la Nación.


• No reconozcan a Martha Mancera como Fiscal Encargada o sustituta.


• Suspendan la salida del Territorio Nacional de Colombia a funcionarios que instigaron y 
apoyaron el intento de Golpe de Estado, para un proceso de judicialización y establecimiento de 
sanciones administrativas.


• Expresamos nuestro respaldo incondicional a los esfuerzos que viene realizando nuestro 
presidente Gustavo Petro por conseguir LA PAZ TOTAL, la cual es posible a través de reformas 
estructurales.


Además, denunciamos el allanamiento a las instalaciones del Sindicato Federación Colombianas 
de Educadores – FECODE-, como una artimaña para desestabilizar y desviar la atención de la 
verdadera crisis institucional que enfrentamos.


A día de hoy, la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, Consejo de Estado, Consejo 
Superior de la Judicatura y Consejo Nacional Electoral han estado expidiendo fallos en contra de 
la ciudadanía, decretando medidas que impiden restablecer los derechos de nuestras 
comunidades. Además, han impuesto sanciones a congresistas, senadores, alcaldes elegidos 
democráticamente, y han promovido una persecución sistemática contra diversos sectores de la 
sociedad.


Se ha generado una ruptura institucional en Colombia, marcada por la suspensión del Canciller y 
la implementación de medidas que amenazan la democracia y la estabilidad del país. Existe un 
riesgo inminente de un golpe de estado respaldado por fuerzas militares, que debe ser 
denunciado a nivel mundial.




Estamos alertando al mundo sobre la toma mafiosa de la fiscalía y nos estamos movilizando en 
defensa de la decencia y el respeto a la voluntad popular. El voto del pueblo se respeta, y no se 
puede tolerar la destitución de un presidente progresista elegido democráticamente.



